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habiéndose descartado la lesión del derecho a la asisten-
cia letrada por no haber contado el recurrente en amparo 
con Abogado de oficio en el expediente disciplinario peni-
tenciario, y dados los términos a que ha quedado limitado 
el actual recurso en el fundamento jurídico 2, el silencio 
respecto de la petición del recurrente en este punto carece 
de transcendencia constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.º Desestimar el recurso de amparo interpuesto por 
don Ramón Cremades Navarro.

2.º Levantar la suspensión de la ejecución del Acuerdo 
de la Comisión Disciplinaria del Centro Penitenciario de 
Cumplimiento de Alicante de 8 de febrero de 2005, por el 
que se le impuso al recurrente en amparo en el expe-
diente disciplinario núm. 118-2005 la sanción de diez días 
de privación de paseos y actos recreativos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diez de marzo de dos mil ocho.–Gui-
llermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de Hijas.–
Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón Rodríguez 
Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 6565 Sala Primera. Sentencia 43/2008, de 10 de 
marzo de 2008. Recurso de amparo 3908-2005. 
Promovido por doña Josefina Ernaga Esnoz 
frente a los Autos de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional y del Juzgado Central de 
Vigilancia Penitenciaria que denegaron su soli-
citud de redención ordinaria de pena por el 
trabajo desde octubre de 1990 a julio de 1993.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva: apreciación de prescripción del bene-
ficio de redención de penas por el trabajo que 
no ofrece una tutela reforzada de la libertad 
personal del preso al interpretar la legislación 
penal y administrativa. Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3908-2005, promovido 
por doña Josefina Ernaga Esnoz, representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña María Jesús Rivero Ratón 
y asistida por el Abogado don Iñaki Goyoaga Llano, con-
tra el Auto de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de 
la Audiencia Nacional de 26 de abril de 2005, dictado en el 
recurso de apelación núm. 318-2005, interpuesto contra el 
Auto de 12 de abril de 2004 del Juzgado Central de Vigi-

lancia Penitenciaria, confirmado en reforma por Auto de 1 
de julio de 2004, denegatorio de solicitud de redención 
ordinaria, en expediente núm. 1495-2003. Han intervenido 
el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 27 
de mayo de 2005 doña Josefina Ernaga Esnoz manifestó 
su intención de interponer recurso de amparo contra las 
resoluciones judiciales mencionadas en el encabeza-
miento de esta Sentencia, indicando que designaba para 
su defensa al Abogado don Iñaki Goyoaga Llano y solici-
tando que le fuese nombrado Procurador del turno de 
oficio.

Mediante diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de 8 de junio de 2005, se libró 
despacho al Colegio de Procuradores de Madrid para que 
designase Procurador de oficio a la recurrente, y se requi-
rió al Abogado don Iñaki Goyoaga Llano para que apor-
tase copia de escrito de renuncia al cobro de honorarios. 
Aportado dicho escrito por el Abogado y efectuada la 
designación de Procurador de oficio, que recayó en la 
Procuradora de los Tribunales doña María Jesús Rivero 
Ratón, por diligencia de ordenación de 6 de julio de 2005 
se procedió a conceder plazo de veinte días a la citada 
Procuradora, para que, bajo la dirección del referido 
Letrado, formulase la correspondiente demanda de 
amparo, que efectivamente fue presentada dentro del 
plazo conferido.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución del asunto, son los 
siguientes:

a) La recurrente se encuentra cumpliendo una con-
dena por delito de terrorismo que, tras diversas refundi-
ciones, alcanza el total de treinta años de prisión, 
habiendo comenzado su cumplimiento el 5 de septiembre 
de 1987. En junio de 2003 dirigió escrito al Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria de Murcia para que se incluyeran 
en la propuesta de liquidación de condena realizada por el 
centro penitenciario de Jaén, en el que se encontraba a la 
sazón interna, las redenciones ordinarias que le pudieran 
corresponder conforme al art. 100 del Código penal de 
1973 por el periodo de tiempo comprendido entre el 11 de 
octubre de 1990 y el 11 de julio de 1993, en el que perma-
neció internada en el centro penitenciario de Murcia. El 
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Murcia se inhibió a 
favor del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria, que 
denegó por Auto de 12 de abril de 2004 (confirmado en 
reforma por Auto de 1 de julio de 2004 por los mismos 
fundamentos) la aprobación de la redención ordinaria 
solicitada por la recurrente en amparo, por considerar 
prescrito el derecho a las redenciones reclamadas, toda 
vez que el Juzgado considera supletoriamente aplicable, 
en defecto de previsión expresa en la legislación peniten-
ciaria, y por entender que se trata de una relación de suje-
ción especial sujeta al Derecho administrativo, el plazo 
general de prescripción de cinco años establecido en el 
art. 46 de la Ley general presupuestaria de 4 de enero de 
1977, plazo excedido con creces a la fecha en que se pro-
duce la reclamación de la recurrente (junio de 2003), refe-
rida a redenciones correspondientes a los años 1990, 
1991, 1992 y 1993.

b) Contra este Auto interpuso la demandante de 
amparo recurso de apelación, que fue desestimado por 
Auto de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional de 26 de abril de 2005.

La Audiencia Nacional, confirmando íntegramente el 
Auto impugnado, razona que la solicitud de redención 
ordinaria es una acción de naturaleza administrativa, 
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sujeta en su ejercicio al «plazo de caducidad general de 5 
años de conformidad con la normativa aplicable y que se 
cita en la resolución recurrida, por lo que, habiendo trans-
currido en exceso el plazo citado, tal acción debe ser con-
siderada como prescrita». Además, la Audiencia Nacional 
(en respuesta a la alegación de la recurrente en la que 
señalaba que su situación es la de «alta en redención» 
porque en ningún momento se le ha notificado por el cen-
tro penitenciario ni por el Juzgado de Vigilancia Peniten-
ciaria que haya sido dada de «baja en redención») razona 
que debe distinguirse entre la «baja en redención» y el 
derecho a redimir, pues no existe un pretendido derecho 
del recluso a la redención ordinaria (denominada «de 
patio») con independencia de que trabaje o no, sino que, 
por el contrario, el referido beneficio exige que el recluso, 
además de figurar en situación de «alta en redención», no 
se niegue a trabajar, de suerte que a quienes se niegan a 
trabajar, «como sucede en el presente caso», no les 
corresponde aplicación de redención alguna, ordinaria o 
extraordinaria.

3. En la demanda de amparo se alega que los Autos 
del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria de 12 de 
abril de 2004 y 1 de julio de 2004, así como el Auto de la 
Sección Primera de de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional de 26 de abril de 2005, dictado en apelación, han 
lesionado los derechos de la recurrente a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), a la libertad (art. 
17.1 CE) y a la igualdad ante la ley (art. 14 CE).

Se aduce que las resoluciones judiciales impugnadas 
vulneran los derechos de la recurrente a la libertad y a la 
tutela judicial efectiva sin indefensión, porque la denega-
ción del beneficio de redención ordinaria en razón de la 
pretendida prescripción de su reclamación resulta arbitra-
ria e irrazonable, dado que no puede admitirse que el 
derecho a redimir prescriba o caduque, y menos aún apli-
cando una ley derogada, como es la Ley general presu-
puestaria de 4 de enero de 1977, pues no cabe entender 
que estemos ante una acción de naturaleza administra-
tiva por el hecho de que la Administración penitenciaria 
tenga encargada la custodia y reeducación de los presos, 
toda vez que la ejecución de las penas privativas de liber-
tad corresponde a la jurisdicción penal. La aplicación del 
sistema de redenciones ordinarias viene determinado por 
lo dispuesto en el anterior Código penal y en la legislación 
penitenciaria, que no establecen plazos de prescripción al 
respecto, por lo que no procede la aplicación analógica ni 
supletoria del Derecho administrativo a una cuestión que 
afecta a un derecho fundamental como es el derecho a la 
libertad, restringido por una sentencia penal condenato-
ria. Además, debe tenerse en cuenta que la situación de la 
demandante es la de alta en redención, porque en ningún 
momento se le ha notificado por la Administración peni-
tenciaria ni por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que 
haya sido dada de baja en redención, tras la tramitación 
del oportuno procedimiento, por lo que no cabe presumir 
que la demandante conociese su hipotética baja en reden-
ción, sin que, por otra parte, conste negativa de la deman-
dante a trabajar.

Asimismo se alega que los Autos impugnados vulne-
ran el derecho a la igualdad ante la ley, porque en supues-
tos semejantes al presente los órganos judiciales de vigi-
lancia penitenciaria, incluidos el Juzgado Central de 
Vigilancia Penitenciaria (cita un Auto de 14 de julio de 
2004) y la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional (cita un Auto de 25 de julio de 2005), 
vienen resolviendo las solicitudes de redención de penas 
sin aplicar nunca el criterio de la prescripción del derecho 
a la redención.

En consecuencia, solicita la recurrente que le otorgue-
mos el amparo, reconociendo sus derecho a la tutela judi-
cial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), a la libertad y 
seguridad (art. 17.1 CE) y a la igualdad ante la ley (art. 14 

CE), y declarando sin efecto las resoluciones judiciales 
impugnadas.

4. Mediante diligencia de ordenación del Secretario 
de Justicia de la Sala Primera de 7 de febrero de 2007, de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 88 LOTC, se requi-
rió a la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional y al Juzgado Central de Vigilancia 
Penitenciaria para que en el plazo máximo de diez días 
remitieran testimonio del rollo de apelación núm. 318-
2005 y del expediente núm. 1495-2003.

5. Recibidos los testimonios de actuaciones solici-
tados, por providencia de 23 de mayo de 2007 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó la admisión a trámite del 
presente recurso de amparo, así como, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista de las actua-
ciones por un plazo común de veinte días a la Procura-
dora de la demandante de amparo y al Ministerio Fiscal 
para que formularan las alegaciones que estimasen per-
tinentes.

6. La representación procesal de la recurrente en 
amparo presentó su escrito de alegaciones con fecha 22 
de junio de 2007, en el que se remitía a las formuladas en 
la demanda de amparo, insistiendo en el argumento de 
que los órganos judiciales han venido y vienen mante-
niendo un criterio contrario al aplicado en el presente 
supuesto, aportando al efecto un Auto de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 20 
de diciembre de 2006.

7. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado el 
4 de julio de 2007, interesó que, con suspensión del plazo 
de veinte días para formular alegaciones, se requiriese al 
centro penitenciario de Jaén, donde se encuentra cum-
pliendo su condena la recurrente, para que remita testi-
monio íntegro del expediente personal de aquélla, al 
objeto de conocer la fecha de las liquidaciones de con-
dena o de las negativas de la Administración penitencia-
ria, en su caso, a la concesión del beneficio de redención 
de penas por el trabajo.

8. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de 17 de julio de 2007 se 
acordó, de conformidad con lo solicitado por el Ministerio 
Fiscal, requerir al centro penitenciario de Jaén para que 
en el plazo de diez días remitiese testimonio íntegro del 
expediente personal de la recurrente, al objeto indicado.

9. Recibido el testimonio de actuaciones remitido 
por el centro penitenciario de Jaén, por diligencia de 
ordenación del Secretario de Justicia de la Sala Primera 
de 31 de julio de 2007 se acordó, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista de dichas actuacio-
nes por un nuevo plazo común de veinte días a la Procu-
radora de la demandante de amparo y al Ministerio Fiscal 
para que dentro de dicho plazo pudieran formular las ale-
gaciones que tuvieran por convenientes o ampliar las ya 
presentadas. Asimismo, por diligencia de ordenación de 
17 de octubre de 2007 se acordó conceder plazo de veinte 
días al Abogado del Estado para que pudiera personarse 
en el presente recurso de amparo y formular las alegacio-
nes que estimase oportunas.

10. La representación procesal de la recurrente en 
amparo presentó su escrito de alegaciones con fecha 28 
de septiembre de 2007, ratificándose en los argumentos 
esgrimidos en la demanda de amparo.

11. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones con fecha 4 de octubre de 2007, interesando que se 
dicte Sentencia otorgando el amparo a la recurrente, por 
vulneración de su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE), con anulación del Auto dictado en apelación, 
para que la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la 
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Audiencia Nacional dicte nueva resolución dando cum-
plida respuesta a las pretensiones formuladas por la recu-
rrente.

Tras examinar la doctrina sentada por este Tribunal en 
SSTC 174/1989, de 30 de octubre, 129/1995, de 11 de sep-
tiembre, 31/1999, de 8 de mayo, y 76/2004, de 26 de abril, 
concluye el Ministerio Fiscal que de la misma se des-
prende que si bien es cierto que la relación entre la Admi-
nistración penitenciaria y los internos es una relación 
administrativa de sujeción especial, pues la Administra-
ción penitenciaria tiene competencias en materias de cla-
sificación, traslados, sanciones, etc., todas ellas bajo 
control judicial, no lo es menos que en dicha relación 
existe un ámbito que está directamente judicializado y es 
el relativo a la ejecución de las penas, en el que se enmar-
can las cuestiones referentes a la aplicación del beneficio 
de redención de penas, cuya competencia se reserva por 
la Ley Orgánica general penitenciaria y la Ley Orgánica 
del Poder Judicial al Juez de Vigilancia Penitenciaria. Con 
arreglo a esta doctrina –continúa el Fiscal-carece de la 
mínima lógica hablar, como se hace en los Autos impug-
nados en amparo, de prescripción o caducidad del dere-
cho a instar la aplicación del beneficio penitenciario de 
redención de penas, pues mientras perdure la ejecución 
de la pena cualquier incidencia que pudiera afectar a su 
duración, hasta que se determinara el momento del licen-
ciamiento definitivo, podría ser planteada por el interno, 
con el solo límite de que se hubiera ya producido un pro-
nunciamiento judicial firme sobre la cuestión, lo que no 
consta en absoluto que haya ocurrido en el caso que nos 
ocupa.

Rechaza asimismo el Ministerio Fiscal el argumento 
adicional que se contiene en el Auto de apelación para 
denegar a la recurrente el beneficio de redención ordina-
ria por el periodo solicitado, en el sentido de que la reden-
ción de penas por el trabajo es un beneficio penitenciario 
del art. 100 del anterior Código penal que no se produce 
de forma automática, no siendo aplicable al interno que 
se niega a trabajar, y distinguiendo los supuestos de 
«baja en la redención», en los que ha de existir un expe-
diente sancionador, de aquellos en los que la causa de la 
no aplicación de redención es la simple negativa del 
penado a que se le aplique dicho beneficio, negativa que 
conlleva per se la consecuencia de excluir la redención. 
Observa el Fiscal al respecto que la supuesta negativa de 
la recurrente a trabajar no consta en el expediente. Lo que 
sí aparece es la solicitud voluntaria de la interna de darse 
de baja en redención, que sólo surtió efectos cuando fue 
judicialmente aprobada por Auto de 3 de agosto de 1994 
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria del Puerto de 
Santa María, siendo evidente que este Auto no puede 
tener efectos retroactivos, ya que el periodo cuyo cóm-
puto se solicita a efectos del beneficio de redención ordi-
naria en el presente caso es el que transcurre desde el 11 
de octubre de 1990 hasta el 11 de julio de 1993. Por otra 
parte, del expediente de la recurrente resulta que tiene 
reconocidos en liquidación de condena provisional perio-
dos de redención ordinaria inmediatamente anteriores a 
que se la declarara en situación de baja voluntaria en 
redención por el referido Auto, lo que hace más inexplica-
ble aún que no se le conceda la redención en el periodo 
reclamado y que sí le haya sido aplicado dicho beneficio 
desde el 11 de julio de 1993 al 4 de julio de 1994.

Por todo ello el Fiscal considera que en los Autos 
impugnados en amparo se ha dado una respuesta a la 
solicitud formulada por la recurrente que no cumple el 
canon reforzado de motivación exigible cuando, como 
aquí sucede, se ve afectado el derecho a la libertad, toda 
vez que dichas resoluciones parten de una interpretación 
errónea tanto de los hechos como de la valoración jurí-
dica de los mismos, lo que determina que deba ser otor-
gado el amparo por lesión del derecho a la tutela judicial 
efectiva de la recurrente.

Por el contrario, sostiene el Fiscal que la queja referida 
a la lesión del derecho a la igualdad (art. 14 CE) ha de ser 
rechazada, pues no se menciona en la demanda de 
amparo ninguna resolución judicial que sirva de término 
comparación para poder determinar si ha existido o no la 
violación denunciada.

12. El Abogado del Estado presentó su escrito de 
alegaciones con fecha 25 de octubre de 2007, interesando 
la inadmisión o, alternativamente, la desestimación del 
recurso de amparo.

Con carácter preliminar alega el Abogado del Estado 
que el presente recurso de amparo debe ser inadmitido 
por falta de agotamiento de la vía judicial previa, de con-
formidad con lo dispuesto en el art. 44.1 a) LOTC, toda vez 
que, conforme a lo establecido en la disposición adicional 
quinta, 6 LOPJ, en la redacción resultante de la Ley Orgá-
nica 5/2003, de 27 de mayo, contra los Autos que determi-
nen el máximo de cumplimiento de las penas (siendo la 
redención un elemento determinante de dicho máximo), 
cabe recurso de casación, recurso que la demandante de 
amparo no ha interpuesto.

En cuanto al fondo del asunto, sostiene el Abogado 
del Estado que las resoluciones judiciales impugnadas no 
han incurrido en las vulneraciones que denuncia la recu-
rrente. Si bien es cierto que la cuestión controvertida ha 
de situarse en el campo propio del Derecho penitenciario 
y no en el del Derecho administrativo, de tal premisa no 
se infiere necesariamente la descalificación del argu-
mento analógico empleado en las resoluciones judiciales 
impugnadas, recurriendo a otro sector del ordenamiento 
para apreciar la existencia de un derecho que, al no ejerci-
tarse, puede incurrir en prescripción extintiva. Precisa-
mente, la analogía toma por presupuesto de su aplicación 
la unidad del ordenamiento jurídico, permitiendo la 
extensión de una norma a un supuesto no previsto en 
ella, cuando encuentre una identidad de razón en esa 
extensión. En cualquier caso, la determinación de si un 
derecho es o no prescriptible y su régimen de prescrip-
ción son cuestiones de legalidad ordinaria, cuya aplica-
ción corresponde a los Jueces y Tribunales de Justicia.

Aunque la demandante alega también la lesión del 
derecho a la igualdad (art. 14 CE) por supuesta aplicación 
por el mismo Juzgado de un criterio distinto al de la pres-
cripción del derecho a redimir, no aporta término válido 
de comparación. Por otro lado, se cita una resolución de 
la Audiencia Nacional que sienta la exigencia de notificar 
la baja en redención. Sin embargo la baja en redención y 
la apreciación de sus requisitos o presupuestos constitu-
tivos son cosas distintas. La baja en la redención supone 
la pérdida de un derecho que se disfruta por un trabajo 
efectivamente realizado, mientras que de lo que aquí se 
trata es de la concurrencia o no de los presupuestos de 
ese mismo derecho.

Según el Abogado del Estado, la razón fundamental 
de la denegación a la recurrente del beneficio de la reden-
ción ordinaria no parece estar tanto en la prescripción del 
derecho cuanto en la ausencia de los presupuestos lega-
les de la redención de penas. En efecto, en el fundamento 
jurídico cuarto del Auto de apelación se da una respuesta 
certeramente motivada a la pretendida equiparación o 
correspondencia entre la llamada situación de alta en 
redención y la procedencia del beneficio. La tesis de la 
recurrente es de sencilla formulación: todo interno por el 
mero hecho de serlo genera una especie de derecho auto-
mático a la redención, que sólo se extingue con la baja en 
redención, baja que únicamente puede acordarse en vir-
tud de alguna de las causas tasadas en los arts. 65 y 73 del 
Reglamento de servicios de prisiones de 1956. Frente a 
esta argumentación la Sala recuerda que la redención de 
penas por el trabajo es un beneficio para cuya concesión 
es necesario el trabajo efectivo, lo que no ha ocurrido en 
el caso de la recurrente. De otro modo, si el beneficio 



BOE núm. 91 Suplemento Martes 15 abril 2008 27

hubiera de otorgarse tanto si el penado trabaja como si 
no lo hace, no estaría justificada su propia regulación 
como beneficio y equivaldría prácticamente a una especie 
de rebaja automática de la pena sin justificación alguna, 
tanto en su nombre como en su propia regulación. Corre-
lativamente, la baja en redención sería –de seguir la tesis 
de la recurrente-una especie de penalidad complementa-
ria añadida a la impuesta en la sentencia, causada por la 
conduzca penitenciaria del interno y apreciada al margen 
de las garantías propias del proceso penal.

13. Por providencia de 6 de marzo de 2008 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 10 de dicho mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La recurrente considera que tanto el Auto de 12 de 
abril de 2004 del Juzgado Central de Vigilancia Penitencia-
ria, denegatorio de solicitud de redención ordinaria (expe-
diente núm. 1495-2003), y confirmado en reforma por 
Auto de 1 de julio de 2004, como el Auto de la Sección 
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 
26 de abril de 2005, dictado en el recurso de apelación 
núm. 318-2005, confirmatorio del anterior, han vulnerado 
sus derechos a la tutela judicial efectiva sin indefensión 
(art. 24.1 CE), a la libertad (art. 17.1 CE) y a la igualdad ante 
la ley (art. 14 CE), por las razones que han quedado ante-
riormente expuestas en el relato de antecedentes.

El Ministerio Fiscal descarta la pretendida vulneración 
del derecho a la igualdad ante la ley, pero interesa el otor-
gamiento del amparo por lesión del derecho a la tutela 
judicial efectiva, toda vez los Autos impugnados han 
denegado a la recurrente el beneficio de redención ordi-
naria mediante una fundamentación que no cumple el 
canon reforzado de motivación exigible por la doctrina 
constitucional cuando, como aquí sucede, se ve afectado 
el derecho a la libertad personal.

Por su parte, el Abogado del Estado interesa la inadmi-
sión del presente recurso de amparo por falta de agota-
miento de la vía judicial previa, al no haber interpuesto la 
demandante recurso de casación, o subsidiariamente que 
se deniegue el amparo solicitado, porque las resoluciones 
judiciales impugnadas no han incurrido en las vulneracio-
nes de derechos fundamentales que denuncia la recu-
rrente.

2. Antes de entrar en el fondo de las quejas plantea-
das por la recurrente es necesario examinar la eventual 
causa de inadmisibilidad del recurso alegada por el Abo-
gado del Estado, ya que los defectos insubsanables de 
que pudiera estar afectado el recurso de amparo no resul-
tan sanados porque la demanda haya sido inicialmente 
admitida, de forma que la comprobación de los presu-
puestos procesales para la viabilidad de la acción puede 
siempre abordarse en la Sentencia, de oficio o a instancia 
de parte, pudiendo dar lugar a un pronunciamiento de 
inadmisión por falta de tales presupuestos, sin que a ello 
sea obstáculo el carácter tasado de los pronunciamientos 
previstos en el art. 53 LOTC (SSTC 53/1983, de 20 de junio, 
FJ 2; 90/1987, de 3 de junio, FJ 1; 50/1991, de 11 de marzo, 
FJ 3; 107/1995, de 3 de julio, FJ 2; 77/1999, de 26 de abril, FJ 
2; 208/2001, de 22 de octubre, FJ 2; 133/2002, de 3 de 
junio, FJ 2; 69/2003, de 9 de abril, FJ 2; 29/2004, de 4 de 
marzo, FJ 2; 204/2005, de 18 de julio, FJ 5; y 230/2006, de 
17 de julio, FJ 2, entre otras muchas).

En su escrito de alegaciones el Abogado del Estado 
interesa con carácter principal, como ya se ha indicado, 
que el recurso de amparo sea inadmitido por falta de ago-
tamiento de la vía judicial previa, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 44.1 a) LOTC, toda vez que, conforme 
a lo establecido en la disposición adicional quinta, apar-
tado 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), contra 
los Autos que determinen el máximo de cumplimiento de 

las penas (siendo la redención un elemento determinante 
de dicho máximo, según el Abogado del Estado) cabe 
recurso de casación por infracción de ley, recurso que la 
demandante de amparo no ha interpuesto.

La citada disposición adicional quinta, 6 LOPJ (cita 
que en realidad ha de entenderse efectuada a la actual 
disposición adicional quinta, 7 LOPJ, en virtud de la renu-
meración resultante de la reforma introducida por la Ley 
Orgánica 7/2003, de 30 de junio), en relación con las reso-
luciones dictadas por los órganos judiciales de vigilancia 
penitenciaria, establece que cabe recurso de casación por 
infracción de ley «contra el Auto por el que se determine 
el máximo de cumplimiento o se deniegue su fijación», 
previsión que se ha venido entendiendo referida sin difi-
cultad a los supuestos de Autos que resuelven sobre revi-
sión de condenas anteriores al vigente Código penal de 
1995, por aplicación de sus disposiciones transitorias pri-
mera y segunda (así, STC 86/2001, de 2 de abril, FFJJ 1 a 
3), así como a aquellos supuestos relativos a refundición 
de condenas (como lo acredita la jurisprudencia de la Sala 
de lo Penal del Tribunal Supremo citada por el propio Abo-
gado del Estado en su escrito de alegaciones). Sin 
embargo, resulta dudoso que la previsión pueda enten-
derse también aplicable a aquellos supuestos en los que, 
como aquí sucede, lo que se discute es la aplicación de 
los beneficios penitenciarios de redención de penas por el 
trabajo consolidados por el penado hasta la entrada en 
vigor del vigente Código penal, a lo que se añade que del 
examen de las actuaciones resulta que el Auto de la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio-
nal de 26 de abril de 2005 no contiene indicación alguna 
de que el mismo sea susceptible de recurso.

Y en este sentido hemos de recordar la reiterada juris-
prudencia que viene poniendo de relieve que la exigencia 
de agotar la vía judicial procedente [art. 44.1 a) LOTC] no 
obliga a utilizar en cada caso todos los medios de impug-
nación posibles, sino tan solo aquéllos normales que, de 
manera clara, se manifiestan como practicables, de forma 
que no quepa duda respecto de la procedencia y la posi-
bilidad real y efectiva de interponer el recurso, sin necesi-
dad de efectuar complejos análisis jurídicos, así como de 
su adecuación para reparar la lesión de los derechos fun-
damentales invocados en la demanda de amparo (SSTC 
188/1990, de 26 de noviembre, FJ 3; 211/1999, de 29 de 
noviembre, FJ 3; 5/2001, de 15 de enero, FJ 2, 190/2001, de 
1 de octubre, FJ 2; 5/2003, de 20 de enero, FJ 2; 167/2004, 
de 4 de octubre, FJ 3; 146/2005, de 8 de julio, FJ 3; y STC 
137/2006, de 8 de mayo, FJ 2, entre otras muchas).

En aplicación de esta doctrina ha de rechazarse el 
óbice de admisibilidad opuesto por el Abogado del 
Estado, pues, aunque la omisión de la Sección Primera de 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional sobre la pro-
cedencia, en su caso, de recurso contra su Auto dictado 
en apelación pudiera entenderse salvable por los profe-
sionales que le prestaron asistencia técnica a la recu-
rrente, que compareció representada por Procurador y 
asistida de Letrado (SSTC 70/1984, de 11 de junio, FJ 4; 
38/1989, de de 14 de febrero, FJ 3; 267/1994, de 3 de octu-
bre, FJ 3; 70/1996, de 24 de abril, FJ 2; 10/2006, de 16 de 
enero, FJ 3; y 241/2006, de 20 de julio, FJ 3), el tenor de lo 
dispuesto en la disposición adicional quinta, 7 LOPJ sus-
cita dudas sobre la procedencia de interponer recurso de 
casación por infracción de ley contra un Auto que con-
firma en apelación un Auto del Juzgado Central de Vigi-
lancia Penitenciaria por el que se acuerda denegar a la 
recurrente el beneficio de redención ordinaria por el 
periodo solicitado. En consecuencia, existiendo dudas 
razonables respecto de la procedencia y viabilidad del 
recurso de casación en el presente caso, no puede repu-
tarse que la exigencia de agotar todos los recursos utiliza-
bles dentro de la vía judicial [art. 44.1 a) LOTC] haya resul-
tado incumplida por no interponer el referido recurso.
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3. Descartado el óbice procesal aducido por el Abo-
gado del Estado, debemos asimismo rechazar la queja de 
la recurrente sobre la pretendida lesión del derecho a la 
igualdad ante la ley (art. 14 CE), que en realidad ha de 
entenderse referida a la igualdad en la aplicación de la 
ley, pues lo cierto es que las resoluciones judiciales que 
se invocan como contraste no reúnen las exigencias esta-
blecidas para servir de término de comparación válido en 
el que sustentar el juicio de igualdad, conforme a la reite-
rada doctrina de este Tribunal (por todas, SSTC 13/1987, de 
5 de febrero, FJ 2; 134/1991, de 17 de junio, FJ 4; 207/1992, 
de 30 de noviembre, FJ 2; 266/1994, de 3 de octubre, FJ 3; 
102/1999, de 31 de mayo, FJ 2; 152/2002, de 15 de julio, FJ 
2; y 126/2003, de 30 de junio, FJ 2). En efecto, no se han 
aportado por la recurrente, como exige nuestra doctrina, 
resoluciones de los mismos órganos judiciales preceden-
tes a las impugnadas en amparo que acrediten el preten-
dido cambio de criterio, debiendo señalarse que en la 
única resolución que sí se aporta por la demandante (el 
Auto dictado el 20 de diciembre de 2006 por la Sección 
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional) 
no se aprecia que exista identidad de supuesto legal de 
hecho y de fundamentación jurídica, de suerte que no 
cabe constatar que el mismo órgano judicial se haya 
separado arbitraria o inadvertidamente de una línea doc-
trinal previa y consolidada o de un precedente inmediato 
en el tiempo y exactamente igual desde la perspectiva 
jurídica con el que se enjuició.

4. Debemos seguidamente abordar la queja princi-
pal de la recurrente, referida a la vulneración de los dere-
chos a la libertad personal (art. 17.1 CE) y a la tutela judi-
cial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), basada en que 
la denegación del beneficio de redención ordinaria de 
pena por el trabajo por el periodo solicitado (11 de octu-
bre de 1990 a 11 de julio de 1993), por entender prescrita 
su solicitud, formulada en junio de 2003, constituye una 
decisión judicial arbitraria e irrazonable.

La recurrente sostiene, como ha quedado expuesto, 
que no puede admitirse que el derecho a redimir pres-
criba o caduque –y menos aún aplicando una ley dero-
gada, como es la Ley general presupuestaria de 4 de 
enero de 1977-, pues la ejecución de las penas privativas 
de libertad, y por tanto la aplicación de los beneficios de 
redención de penas, corresponde a la jurisdicción penal, 
conforme a lo dispuesto en el anterior Código penal y en 
la legislación penitenciaria, que no establecen plazos de 
prescripción al respecto, por lo que no procede la aplica-
ción analógica ni supletoria del Derecho administrativo, 
por el hecho de que la Administración penitenciaria tenga 
encargada la custodia y reeducación de los presos, a una 
cuestión que afecta a un derecho fundamental como es el 
derecho a la libertad, restringido por una sentencia penal 
condenatoria. Además, la situación de la demandante es 
la de alta en redención, porque en ningún momento se le 
ha notificado por la Administración penitenciaria ni por el 
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que haya sido dada 
de baja en redención, tras la tramitación del oportuno 
procedimiento, sin que, por otra parte, conste negativa de 
la demandante a trabajar, por lo que tampoco desde esta 
perspectiva tiene fundamento la denegación del beneficio 
de redención ordinaria de pena por el periodo solicitado.

En relación con el problema planteado por la recu-
rrente debe tenerse en cuenta que la jurisprudencia cons-
titucional ha puesto de relieve que la cuestión relativa a la 
procedencia de la redención de penas por el trabajo, 
sobre la que corresponde decidir, en el actual sistema 
implantado por la Ley Orgánica general penitenciaria, al 
Juez de Vigilancia Penitenciaria (STC 174/1989, de 30 de 
octubre, FJ 3), afecta al derecho fundamental a la libertad 
personal consagrado en el art. 17.1 CE, ya que el periodo 
de privación de libertad depende, entre otros factores, de 
su aplicación conforme a lo establecido en el art. 100 del 

Código penal de 1973 (SSTC 31/1999, de 8 de marzo, FJ 3, 
186/2003, de 27 de octubre, FJ 5, y 76/2004, de 26 de abril, 
FJ 5), en relación con lo dispuesto en el art. 25.2 CE, por 
cuanto se conecta con la orientación reeducadora de la 
pena privativa de libertad. Por tanto, como recuerda la 
STC 186/2003, de 27 de octubre, FJ 5, «las exigencias de 
motivación fundada en Derecho se tornan aún más rigu-
rosas (por todas, STC 112/1996, de 24 de junio, FFJJ 2 y 3); 
de manera que, en tales casos, se hace necesario que en 
la propia resolución se evidencie de modo incuestionable 
que su razón de ser es una aplicación razonada de las nor-
mas que se consideran adecuadas al caso (por todas, STC 
147/1999, de 4 de agosto, FJ 3), debiendo por consiguiente 
entenderse reforzado el canon normalmente exigible en 
relación con el derecho contenido en el art. 24.1 CE (en 
este sentido, entre otras muchas: SSTC 62/1996, de 15 de 
abril, FJ 2; 175/1997, de 27 de octubre, FJ 4; 200/1997, de 24 
de noviembre, FJ 4; 116/1998, de 2 de junio, FJ 4; 2/1999, de 
25 de enero, FJ 2; 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3)».

Pues bien, a la luz de esta doctrina puede concluirse 
que la interpretación y aplicación del Derecho llevada a 
cabo por los órganos judiciales en las resoluciones 
impugnadas en amparo no resulta razonable ni atiende a 
las dimensiones constitucionales en juego, entre las que 
se encuentra el derecho a la libertad personal.

En efecto, como ha quedado expuesto, el Juzgado 
Central de Vigilancia Penitenciaria deniega a la deman-
dante el beneficio de redención ordinaria durante el 
periodo solicitado (octubre de 1990 a julio de 1993) por 
considerar prescrito el derecho, toda vez que el Juzgado 
considera supletoriamente aplicable, en defecto de previ-
sión expresa en la legislación penitenciaria (arts. 65 a 73 
del Reglamento del servicio de prisiones de 1956), y por 
entender que se trata de una relación de sujeción especial 
sujeta al Derecho administrativo, el plazo general de pres-
cripción de cinco años establecido en el art. 46 de la Ley 
general presupuestaria de 4 de enero de 1977, plazo exce-
dido con creces a la fecha en que se produce la reclama-
ción de la recurrente (junio de 2003). Este fundamento 
para la denegación se ratifica en apelación por la Sección 
Primera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, 
que razona en su Auto que la solicitud de redención ordi-
naria es una «acción de naturaleza administrativa», sujeta 
en su ejercicio al «plazo de caducidad general de 5 años 
de conformidad con la normativa aplicable y que se cita 
en la resolución recurrida, por lo que, habiendo transcu-
rrido en exceso el plazo citado, tal acción debe ser consi-
derada como prescrita».

Como se ha adelantado, la respuesta judicial que ha 
recibido la recurrente en cuanto a la prescripción de su 
derecho a la redención de penas por el trabajo no puede 
considerarse respetuosa con el canon de razonabilidad 
que impone a las resoluciones judiciales el derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), máxime cuando, 
como aquí sucede, se encuentra afectado por su conexión 
con el derecho a la libertad personal (art. 17.1 CE). Si bien 
es cierto que la relación entre la Administración peniten-
ciaria y los internos es una relación administrativa, no lo 
es menos, como acertadamente ponen de relieve la 
demandante y el Ministerio Fiscal, que en dicha relación 
existe un ámbito que está directamente judicializado (art. 
117.3 CE) y es el relativo a la ejecución de las penas, en el 
que se enmarcan las cuestiones referentes a la aplicación 
del beneficio de redención de penas, cuya competencia se 
reserva por la Ley Orgánica general penitenciaria y la Ley 
Orgánica del Poder Judicial al Juez de Vigilancia Peniten-
ciaria, por lo que resulta irrazonable calificar como acción 
de naturaleza administrativa la solicitud del beneficio 
penitenciario de redención de penas, calificación en la 
que descansa la decisión de las resoluciones judiciales 
impugnadas de aplicar al caso el plazo general de pres-
cripción del Derecho administrativo, que queda así pri-
vada de fundamento.
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A lo anterior se añade que las resoluciones judiciales 
impugnadas consideran prescrita la solicitud de la recu-
rrente en aplicación de lo dispuesto en el art. 46 de la Ley 
general presupuestaria de 4 de enero de 1977, cuando es 
lo cierto que esta Ley fue derogada por el Real Decreto 
Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley general presupuesta-
ria, derogado a su vez por la vigente Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, general presupuestaria (que rebaja, por 
cierto, a cuatro años el plazo de prescripción para recla-
mar derechos frente a la hacienda pública). En tal sentido 
este Tribunal tiene declarado que se vulnera el derecho a 
la tutela judicial efectiva cuando se aplica una norma 
derogada que resulta decisiva para el fallo, lo que «con-
vierte en irrazonable la elección de la norma aplicable, de 
tal manera que no puede afirmarse que estemos ante una 
decisión fundada capaz de satisfacer el derecho a la tutela 
judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 CE» (STC 
203/1994, de 11 de julio, FJ 3). Y es que, como recuerda la 
STC 99/2000, de 10 de abril, FJ 6, «el derecho de tutela 
judicial efectiva exige que las resoluciones judiciales al 
decidir los litigios sean fundadas en Derecho, y ese funda-
mento desaparece cuando con total evidencia se omite la 
consideración de la norma aplicable, y se decide mediante 
la aplicación de normas que han perdido su vigencia». 
Doctrina que se reitera por la STC 144/2003, de 14 de julio, 
FJ 2, y por la STC 308/2006, de 23 de octubre, FJ 7.

5. El Auto recaído en apelación añade un nuevo 
argumento para justificar la denegación a la recurrente 
del beneficio de redención de pena por el trabajo en el 
periodo solicitado, razonando que no existe un preten-
dido derecho automático del recluso a la redención ordi-
naria («de patio»), con independencia de que trabaje o 
no, sino que, por el contrario, el referido beneficio exige 
que el recluso, además de figurar en situación de «alta 
en redención», no se niegue a trabajar, de suerte que a 
quienes se niegan a trabajar, «como sucede en el pre-
sente caso», no les corresponde aplicación de redención 
alguna, ordinaria o extraordinaria. En suma, se afirma en 
el Auto impugnado que la demandante de amparo no 
tiene derecho a redenciones ordinarias durante el 
periodo solicitado porque se había negado a trabajar en 
el centro penitenciario.

Sin embargo, es lo cierto, como acertadamente pone de 
relieve el Ministerio Fiscal, que no consta en las actuaciones 
remitidas a este Tribunal que la demandante se hubiese 
negado a trabajar ni que se hallase en situación de «baja en 
redención», como consecuencia de un expediente sancio-
nador, o por haber formulado renuncia voluntaria a la apli-
cación del beneficio de redención de penas durante el 
periodo reclamado, por lo que tampoco esta fundamenta-
ción añadida por el Auto de apelación puede considerarse 
como una respuesta judicial que satisfaga las exigencias de 
motivación y razonabilidad. Lo único que consta es una 
«baja en redención» a petición expresa de la recurrente, 
aprobada, con efectos desde el 4 de julio de 1994, por Auto 
de 3 de agosto de 1994 del Juzgado de Vigilancia Peniten-
ciaria del Puerto de Santa María, siendo notorio que este 
Auto no afecta al periodo cuyo cómputo se solicita por la 
recurrente a efectos del beneficio de redención ordinaria en 
el presente caso (el que transcurre desde el 11 de octubre de 
1990 hasta el 11 de julio de 1993), como lo evidencia el dato, 
igualmente reflejado en el expediente penitenciario remi-
tido a este Tribunal, de que la recurrente tenga aprobados 
periodos de redención ordinaria inmediatamente anterio-
res a que se la declarara en situación de «baja en reden-
ción» voluntaria por el referido Auto (concretamente desde 
el 11 de julio de 1993 al 4 de julio de 1994).

En consecuencia, es forzoso concluir que la argumen-
tación contenida en el Auto de apelación en cuanto a que 
no corresponde aplicar a la demandante de amparo 
redenciones ordinarias por haberse negado a trabajar, sin 

que exista constancia en las actuaciones de esta preten-
dida negativa, tampoco satisface las exigencias de moti-
vación y razonabilidad que impone a las resoluciones 
judiciales el derecho a la tutela judicial efectiva, reforza-
das en este caso por la conexión de ese derecho con el de 
libertad personal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, por la autoridad que le confiere la constitución de 
la nación española,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Josefina 
Ernaga Esnoz y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), en relación con el derecho a la libertad 
(art. 17.1 CE).

2.º Declarar la nulidad del Auto de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 26 
de abril de 2005, recaído en el recurso de apelación núm. 
318-2005, así como de los Autos de 12 de abril de 2004 y 
1 de julio de 2004 del Juzgado Central de Vigilancia Peni-
tenciaria, dictados en expediente núm. 1495-2003.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior a dictarse el Auto de la Sección Primera 
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 26 de 
abril de 2005, para que se dicte nueva resolución judicial 
con respeto a los derechos fundamentales reconocidos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a diez de marzo de dos mil ocho.–
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Jorge 
Rodríguez-Zapata Pérez en el recurso de amparo 3908-2005, 

de 10 de marzo de 2008

1. La Sentencia de la que discrepo se excede de los 
límites de nuestra jurisdicción de amparo al imponer a los 
Jueces y Tribunales de la jurisdicción penal ordinaria, 
como única interpretación posible, la de que la solicitud 
del beneficio penitenciario de redención de penas por el 
trabajo (del art. 100 del antiguo CP de 1973) no puede 
estar sometida a plazo alguno de prescripción.

2. Lo que se refiere a la prescripción ha sido siem-
pre, según nuestra doctrina, «una cuestión de legalidad 
ordinaria que, por lo general, no alcanza relieve constitu-
cional, dado que es a los Jueces y Tribunales ordinarios a 
quienes corresponde interpretar el modo de computar los 
plazos establecidos en las Leyes» (así, por todas, STC 
125/2004, de 19 de julio, FJ 3, en la que hice cita, no 
exhaustiva, de las SSTC 89/1992, de 8 de junio, FJ 3; 
201/1992, de 19 de noviembre, FJ 2; 101/1993, de 26 de 
marzo, FJ 3; 164/1993, de 18 de mayo, FJ 2; 245/1993, de 19 
de julio, FJ 5, y 322/1993, de 8 de noviembre, FJ 3).

Y es que el recurso de amparo no es cauce idóneo 
para dirimir discrepancias relativas a la selección, inter-
pretación y aplicación de la legalidad a los casos concre-
tos. La impugnación de una decisión judicial en esta 
materia sólo alcanza relieve constitucional si su contenido 
está incursa en arbitrariedad, irrazonabilidad o en error 
patente, ya que no somos una tercera instancia revisora 
ni tampoco un grado de casación, y no nos corresponde 
comprobar el grado de error o de acierto de una determi-
nada resolución judicial, ni indicar la interpretación que 
haya de darse a la legalidad ordinaria función esta última 
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que corresponde en exclusiva a los Tribunales del orden 
judicial correspondiente (así lo dijo, por todas, la 
STC 114/2003, de 16 de junio, FJ 5, también con abundante 
cita de otras Sentencias anteriores).

En el ATC 179/2005, de 9 de mayo, de la Sala Primera, 
ratificamos estas ideas concluyendo en la carencia de 
contenido constitucional de una pretensión en la que se 
nos pedía que rectificásemos el criterio de los Jueces 
ordinarios respecto del momento en que debe comenzar 
el cómputo del plazo de prescripción de la responsabili-
dad civil dimanante de delito y respecto de si había 
habido o no la prescripción misma. Si allí se concluyó que 
la respuesta expresa y motivada de la Sala de lo Penal del 
Tribunal Supremo excluía nuestras posibilidades de con-
trol constitucional no veo ahora razonado en la Sentencia 
de la que discrepo por qué hemos de mutar nuestra doc-
trina y decir –en contra de dos respuestas judiciales explí-
citas, exhaustivas y pormenorizadas, incluso en exceso, 
respecto de todas las alegaciones de la solicitante de 
amparo– que una solicitud de redención de penas que la 
Justicia ordinaria declara prescrita es imprescriptible en 
sede de amparo constitucional.

3. La Sentencia de la que disiento considera, en 
efecto, que las resoluciones de la Audiencia Nacional 
impugnadas en amparo han efectuado una interpretación 
que «no resulta razonable ni atiende a las dimensiones 
constitucionales en juego, entre las que se encuentra el 
derecho a la libertad personal» (FJ 4, párrafo 4).

Acepto que es aplicable aquí, en efecto, el canon 
reforzado de la tutela judicial efectiva, porque el antiguo 
beneficio de redención de penas por el trabajo afecta al 
derecho fundamental de la solicitante de amparo –interna 
en un centro penitenciario– a la libertad personal (art. 17.1 
CE). Pero, a pesar de ello, los Autos de la Audiencia Nacio-
nal recurridos en este caso tienen un razonamiento ade-
cuado que supera, en forma ostensible, nuestro estándar 
de control, por lo me parece inviable llegar a las conclu-
siones que alcanza la decisión de la mayoría.

4. La Sentencia de la que disiento opone a los Autos 
de la Audiencia Nacional dos tachas de falta de razonabi-
lidad, que se exponen en los dos últimos párrafos de su 
fundamento jurídico 4. A mi juicio carecen de consisten-
cia, por las razones siguientes:

a) Los Autos impugnados no se fundan –como sos-
tiene en forma inexacta la Sentencia– en la naturaleza 
administrativa de la solicitud del beneficio penitenciario 
de redención de penas (cuestión de simple legalidad cuyo 
acierto o desacierto tampoco nos competería corregir en 
amparo) sino en la aplicación por analogía al ordena-
miento penitenciario de las reglas generales de prescrip-
ción que rigen en el ordenamiento administrativo, siendo 
así que el mismo guarda con el anterior en este punto la 
suficiente identidad de razón. Se trata de una analogía 
iuris entre distintos sectores del ordenamiento jurídico, 
como ha comprendido y explicado correctamente, el Abo-
gado del Estado (cfr. antecedentes de hecho 12).

Por estricto que sea el canon de control que arbitre-
mos, no parece irrazonable afirmar –como dice literalmente 
el Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria– que «todos 
los derechos prescriben, salvo que la Ley expresamente 
declare su imprescriptibilidad»; que «en materia de reden-
ciones de penas por el trabajo no existe en la legislación 
penal (ni penitenciaria) precepto alguno que la regule, sin 
que el derecho a su reconocimiento o la acción para exi-
girlo hayan sido declaradas imprescriptibles» y que «a falta 
de regulación específica hay que acudir al plazo general de 
prescripción en Derecho administrativo».

Por todo ello, como razona el Auto de la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional tam-
bién impugnado, la acción está prescrita en este caso ya 
que «la petición de la reclusa tiene lugar en el mes de 
Junio de 2003» y solicita «la aplicación de un beneficio de 
redención ordinaria presuntamente correspondiente al 

periodo de Octubre de 1990 a Julio de 1993, habiendo 
transcurrido por tanto un periodo superior a 10 años en la 
mayoría del mismo».

b) Tampoco es irrazonable la simple cita en uno de 
los Autos del art. 46 de la Ley general presupuestaria de 
4 de enero de 1977, invocación que la Sentencia descali-
fica, aplicándole nuestra jurisprudencia sobre normas 
derogadas.

La censura pierde relieve, sin embargo, si se repara en 
que el texto refundido de la propia Ley general presupues-
taria (Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiem-
bre) mantuvo la norma del año 1977, con idéntica regula-
ción y tenor literal, hasta la entrada en vigor de la reforma 
del año 2003. Por ello el Auto del Juzgado Central de Vigi-
lancia sólo incurre, tal vez, en una imprecisión de cita que 
carece de relieve, por la sencilla razón de que la norma de 
este texto refundido era la aplicable al caso (por la regla del 
tempus regit actum) y es incontestable que el repetido 
texto refundido de la Ley siguió manteniendo, en idénticos 
términos a los del texto de 1977, la norma invocada y el 
tradicional plazo quinquenal de prescripción aplicable, y 
aplicado por quien tenía que aplicarlo, al periodo contro-
vertido (que corría, recuérdese, de 1990 a 1993).

Las simples imprecisiones carecen de relieve en 
amparo, porque no nos compete corregirlas. Y, por ejem-
plo, también incurre en imprecisión la Sentencia de la que 
disiento al citar la reforma de la Ley general presupuesta-
ria operada por la Ley 47/2003 sin precisar que la misma 
era inaplicable al caso y carente de todo relieve, por lo 
que tampoco me parece eficaz para tachar de irrazonables 
las resoluciones judiciales recurridas. Si los Autos recurri-
dos invocan Derecho derogado, lo hacen respecto de 
Derecho derogado por refundido en Derecho que lo man-
tiene vigente en términos idénticos (cfr. disposición dero-
gatoria del Real Decreto Legislativo 1091/1988). La cita no 
produce, en fin, lesión alguna a los derechos de la solici-
tante de amparo.

5. En la medida en que es razonable considerar que 
la solicitud de redención de penas es prescriptible y que, 
en el caso, la acción había prescrito, sobra o es redun-
dante cualquier otro razonamiento para denegar el 
amparo. Es irrelevante también, por ello, el razonamiento 
que, entrando en el examen de los hechos, se expone –
como si esta Sala de amparo ejerciese una jurisdicción de 
vigilancia penitenciaria-en el fundamento jurídico 5 de la 
Sentencia de la que disiento.

Procedía, en definitiva, denegar el amparo.

6. Garantizar la aplicación y máxima eficacia de los 
derechos fundamentales en nuestro ordenamiento, como 
derechos subjetivos y como valores objetivos del sistema 
constitucional, es una función que la Constitución atri-
buye, en paralelo, tanto a los Tribunales ordinarios como 
a este Tribunal Constitucional. El deslinde del campo es, 
como se sabe, polémico. Nos encontramos ante una apli-
cación concreta del principio de división de poderes 
(entre el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional como 
órgano constitucional) en el sistema de equilibrios que 
establece la Constitución de 1978. Al prever ésta la partici-
pación conjunta de los Tribunales ordinarios y del Tribunal 
Constitucional en varios terrenos (como la cuestión de 
inconstitucionalidad o el recurso de amparo que ahora 
nos ocupa) hace inevitable la existencia de zonas compar-
tidas, en las que el deslinde de competencias no es siem-
pre fácil y corresponde no sólo a nuestra práctica sino 
también a los teóricos del Derecho constitucional.

Cualquier esfuerzo es pequeño para fijar con claridad 
esos límites. A poner de relieve las visiones contrapues-
tas en el debate se dirigen las razones de disentimiento 
expuestas en este Voto particular.

En Madrid, a diez de marzo de dos mil ocho.–Jorge 
Rodríguez-Zapata Pérez.–Firmado y rubricado. 


